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terminación de los procedimientos jurisdiccionales y al régimen de 
recursos si fuere más favorable que el establecido en la legislación 
anterior.

3. Los procedimientos jurisdiccionales de alcance y reintegro 
que no hubieren sobrepasado el trámite de liquidación definitiva, 
continuarán sustanciándose con arreglo a las disposiciones de esta 
Ley, teniendo, a todos los efectos, las actuaciones realizadas hasta 
dicho trámite el carácter de previas a la exigencia de responsabili­
dades contables en vía jurisdiccional

Segunda.-1. En tanto legalmente no se disponga otra cosa 
acerca de la definición de Empresas públicas, y a los efectos de 
delimitar el ámbito de la función fiscalizadora del Tribunal sobre 
las Entidades a que se refiere el artículo 4.1 de la Ley Orgánica 
2/1982, tendrán aquella consideración:

a) Las Sociedades mercantiles en cuyo capital sea mayoritaria 
la participación directa o indirecta del Estado, de las Comunidades 
Autónomas, de las Corporaciones Locales o de sus Organismos 
Autónomos.

b) Las Entidades de Derecho público con personalidad jurí­
dica, constituidas en el ámbito del Estado, de las Comunidades 
Autónomas o de las Corporaciones Locales, que por Ley hayan de 
ajustar sus actividades al ordenamiento jurídico privado.

2. Cuando en el capital de una misma Empresa o Sociedad 
participen distintas Administraciones Públicas u otras Entidades 
del Sector Público, se sumarán los coeficientes de participación de 
todas ellas para determinar el carácter de Empresa pública o 
Sociedad estatal.

Tercera.- Hasta tanto sea regulado el recurso de casación en 
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, se observarán las dis­
posiciones siguientes acerca de su preparación, interposición, 
sustanciación y decisión:

a) El recurso de casación se preparará ante el órgano de la 
jurisdicción contable que hubiere dictado la sentencia recurrida 
mediante escrito presentado dentro de los diez días siguientes al de 
su notificación. En dicho escrito se hará constar la intención de 
interponer el recurso y se señalarán los motivos en que se funde y 
la concurrencia de los requisitos de admisibilidad. Si el órgano de 
la jurisdicción contable denegara tener por preparado el recurso 
podrá acudirse en queja ante la Sala de lo Contencioso-Administra- 
tivo del Tribunal Supremo con arreglo a lo dispuesto en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.

b) Una vez el órgano de la jurisdicción contable tenga por 
preparado el recurso de casación, emplazará a las partes a fin de 
que, en el plazo de veinte días, comparezcan ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, a la que remi­
tirá, seguidamente, los autos originales, quedando testimonio de los 
mismos en el Tribunal de Cuentas a efectos de la ejecución de la 
sentencia.

c) De no comparecer el recurrente dentro del término del 
emplazamiento, la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Supremo declarará desierto el recurso y devolverá los 
autos al órgano de la jurisdicción contable de que procedan.

d) Comparecido el recurrente y transcurrido el término del 
emplazamiento, la Sala del Tribunal Supremo concederá a aquél el 
plazo de veinte días para que interponga el recurso de casación 
mediante escrito en el que se expondrán razonadamente los 
motivos en que se funde, sean o no coincidentes con los señalados 
en el escrito de preparación, con expresa indicación de las normas 
o jurisprudencia que se consideren infringidas.

e) Presentado el escrito de interposición, se dará traslado del 
mismo a las restantes partes comparecidas a fin de que, dentro del 
plazo de cinco días, puedan oponerse razonadamente a la admisión 
del recurso.

f) Si fuera admitido el recurso, la Sala dispondrá, a su 
prudente arbitrio, que se sustancie mediante la celebración de vista 
o la presentación de alegaciones escritas, poniendo de manifiesto 
las actuaciones a las partes para instrucción, en el primer caso, por 
término común de diez días y, en el segundo, para instrucción y 
presentación de las alegaciones, por término, también común, de 
veinte días.

g) La sentencia se dictará dentro del plazo de diez días, 
contados desde el siguiente a la celebración de la vista o al 
transcurso del término de presentación de las alegaciones escritas, 
y decidirá definitivamente el proceso. Cuando casare la sentencia, 
resolverá sobre el fondo si pudiere hacerlo sin causar indefensión 
y tuviere suficientes elementos de juicio. En otro caso, devolverá 
los autos al órgano de la jurisdicción contable de que se trate para 
que, previos los trámites que procedan, dicte nueva sentencia con 
observancia de lo que se hubiere resuelto en casación.

2. El recurso de revisión contra sentencias firmes se sustancia­
rá en la forma determinada en la Ley reguladora del proceso 
contencioso-administrativo.

Cuarta.-Los funcionarios que, como consecuencia de la aplica­
ción de esta Ley y de las disposiciones reglamentarias que la

desarrollen, así como de su nueva adscripción a los diferentes 
destinos que comprenda la relación de puestos de trabajo, experi­
menten una disminución en el total de sus retribuciones anuales, 
con exclusión del actual concepto retributivo de dedicación exclu­
siva y de aquellos otros que dependan exclusivamente de las 
características de los puestos de trabajo o del nivel de rendimiento 
o de productividad, tendrán derecho a un complemento personal y 
transitorio por la diferencia, que será absorbido por cualquier 
futura mejora retributiva, según los criterios que, en su caso, 
establezcan las sucesivas leyes de presupuestos, hasta conseguir la 
equiparación total a la cuantía de la retribución que le corresponda 
por razón del puesto de trabajo desempeñado.

DISPOSICIONES FINALES
Primera-1. Quedan derogadas la Ley de 3 de diciembre de 

1953 sobre Organización, Funciones y Procedimientos del Tribunal 
de Cuentas del Reino, modificada por la 87/1961, de 23 de 
diciembre; el Reglamento del Tribunal de Cuentas de la República 
de 16 de julio de 1935; el Reglamento Orgánico del Tribunal 
Supremo de la Hacienda Pública de 3 de marzo de 1925, en la parte 
relativa al Tribunal de Cuentas, y cuantas disposiciones se opongan 
a lo preceptuado en la presente.

2. Queda igualmente derogado el artículo 14 de la Ley 
12/1983, de 14 de octubre, sobre proceso autonómica

Segunda.-Dentro del plazo de tres meses, contados desde el día 
de la entrada en vigor de la presente Ley, el Pleno del Tribunal 
remitirá a la Comisión Mixta Congreso-Senado para las Relaciones 
con el Tribunal de Cuentas, para su conocimiento, un proyecto de 
Reglamento de Régimen Interior. Dicha remisión se llevará a cabo, 
en Tos mismos términos, cuando se proceda, en su caso, a ulteriores 
modificaciones de dicho Reglamento.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que 

guarden y hagan guardar esta Ley.
Palacio de la Zarzuela, Madrid, a 5 de abril de 1988.

JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno,

FELIPE GONZALEZ MARQUEZ

MINISTERIO 
DE OBRAS PUBLICAS 

Y URBANISMO
8679 ORDEN de 22 de marzo de 1988 por la que se 

modifica la Orden de 12 de diciembre de 1977 que 
crea el Sello INCE.

Ilustrisimo señor:
Por Orden de 12 de diciembre de 1977 fue creado el Sello INCE 

para materiales, equipos o sistemas utilizados para la construcción 
o equipamiento de los edificios.

Su concesión se ha llevado a cabo mediante las correspondien­
tes disposiciones reguladoras para cada uno de los productos de la 
construcción objeto del Sello, aprobadas por sus respectivas Reso­
luciones. Por este proceso, ha aumentado notablemente el número 
de concesiones de estos distintivos de calidad, cumpliéndose así el 
objetivo de estimular la calidad de la edificación.

La integración de España en la Comunidad Económica Europea 
hace necesaria la adecuación del contenido de la citada Orden a las 
exigencias de la nueva situación en cumplimiento de las obligacio­
nes que España asume por su incorporación.

En su virtud, este Ministerio dispone:
Artículo único.-Se modifica el contenido del artículo 8 de la 

Orden de 12 de diciembre de 1977, añadiéndose un nuevo párrafo, 
que dice así:

«Los materiales, productos, equipos y sistemas que estén 
legalmente fabricados y comercializados en un Estado miembro de 
la Comunidad Económica Europea, que tengan concedidas marcas 
de conformidad a normas, emitidas por Entidades de certificación 
reconocidas en otro Estado miembro de la CEE, tendrán las 
mismas preferencias de aplicación, siempre que ofrezcan garantías 
técnicas y de independencia equivalentes a las del Sello INCE.»

Lo que comunico a V. 1. para su conocimiento y efectos.
Madrid, 22 de maiáo de 1988.-P. D. (Orden de 6 de junio de 

1979), el Subsecretario, Javier Mauleón Alvarez de Linera.

Ilmo. Sr. Director general para la Vivienda y Arquitectura.


